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RECURSO DE REVISIÓN 

EXPEDIENTE: 1032/2023. 

SUJETO OBLIGADO: CONSEJO DE LA JUDICATURA. 

COMISIONADA PONENTE: DOCTOR EN DERECHO, CARLOS FERNANDO PAVÓN DURÁN. 

 

ANTECEDENTES: 

• Fecha de solicitud de acceso: El nueve de noviembre de dos mil veintitrés, marcada con el 

número de folio 310573423000318, a través de la cual se requirió lo siguiente: “Copia digital de 

los últimos 20 correos electrónicos recibidos y 20 correos electrónicos enviados de manera 

cronológica de la siguiente cuenta electrónico: maria.farfan@cjyuc.gob.mx.”. 

• Acto reclamado: La clasificación y la entrega incompleta de la información.   

• Fecha en que se notifica el acto reclamado: El veinticuatro de noviembre de dos mil veintitrés. 

• Fecha de interposición del recurso: El cuatro de diciembre de dos mil veintitrés. 

 

 

CONSIDERANDOS: 

Normatividad Consultada:  

Constitución Política del Estado de Yucatán. 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán. 

Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán. 

Reglamento Interior del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de Yucatán. 

 

Área que resulta competente: La Consejera Presidenta de la Comisión de Desarrollo Institucional del 

Consejo de la Judicatura.  

 

Conducta: En fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veintitrés, la Unidad de Transparencia del 

Consejo de la Judicatura, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, puso a disposición del 

ciudadano la respuesta recaída a la solicitud de acceso con folio 310573423000318; inconforme con 

ésta, el recurrente el día cuatro de diciembre del referido año, interpuso el medio de impugnación que 

nos ocupa, resultando procedente en términos de las fracciones I y IV del artículo 143 de la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

 

 En primer término, conviene establecer que el recurrente al memento de interponer el recurso de 

revisión que nos atañe, indicó como inconformidad, por una parte: “…cabe recalcar que la respuesta 

remitida le faltan hojas, pues de los números se observan que marcan del 1 al 6 sin embargo se 

desconoce lo marcado en la paginas 2 y 3 toda vez que las mismas no obran en su respuesta.”, en la 

entrega incompleta de la respuesta; y por otra: “…la información requerida en el objeto de la presente 
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solicitud es de carácter público, toda vez que deviene de las funciones de los funcionarios públicos y de 

una cuenta institucional que es proveída de recursos públicos estatales. Además, el correo electrónico 

solicitado versa sobre el funcionario público no así de la Comisión como hacen entender en su 

respuesta, ya que esta, es una instancia sin una relevancia nacional o cuyas actividades pudieran poner 

en riesgo las actividades administrativas de una institución pública, esto de acuerdo a lo señalado en la 

Ley del Poder Judicial y en el reglamento interno del Consejo.”; por lo que, se advierte que su agravio en 

cuanto al primero de los contenidos, versa en la entrega incompleta de la respuesta, y del segundo, 

contra la clasificación efectuada. 

 

Admitido el presente medio de impugnación, se corrió traslado a la Unidad de Transparencia del 

Consejo de la Judicatura, para que dentro del término de siete días hábiles siguientes al de la 

notificación del referido acuerdo, manifestara lo que a su derecho conviniera, según dispone el artículo 

150 fracciones II y III de la Ley General de la Materia; siendo el caso, que dentro del término legal 

otorgado para tales efectos el Sujeto Obligado a través de la Unidad de Transparencia rindió alegatos, 

advirtiéndose la existencia del acto reclamado, así como su intención de reiterar su respuesta inicial. 

 

Del análisis efectuado a las constancias que obran en autos y de las que fueran puesta a 

disposición del particular por la Plataforma Nacional de Transparencia, se desprende que la Unidad de 

Transparencia del Sujeto Obligado, requirió a la Consejera Presidenta de la Comisión de Desarrollo 

Institucional, quien por oficio CJ-CDI-231/2023 de fecha veintitrés de noviembre de dos mil 

veintitrés, proporcionó la respuesta recaída a la solicitud de acceso que nos atañe, precisando lo 

siguiente: “…le informo que las responsabilidades de la Comisión de Desarrollo Institucional del Consejo 

de la Judicatura del Poder judicial(sic) del Estado de Yucatán, se establecen en el artículo 64 del 

Reglamento Interior del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de Yucatán, que a la letra 

dice... Por lo tanto, la planeación estratégica del Órgano Colegiado está a cargo de la Comisión de 

Desarrollo Institucional y quien preside la Comisión para cumplir con dichas atribuciones, debe realizar 

actividades con esas características principalmente, entonces, atendiendo específicamente al significado 

de la palabra estratégica, nos encontramos que la misma deriva del adjetivo estratégico, ca, que en su 

tercera acepción, según el Diccionario de la Lengua Española, significa: ‘3. Adj. Dicho de un lugar, de 

una posición, de una actitud, etc.: De importancia decisiva para el desarrollo de algo’. Una vez realizada 

tal consideración acerca del tipo de responsabilidades encomendadas a los titulares de la Comisión, nos 

avocamos a la colaboración solicitada para lo cual resulta necesario remarcar que nuestra intención será 

siempre la de transparentar todas las acciones derivadas del ejercicio público, sin desconocer los límites 

que la propia legislación impone a quienes tenemos una responsabilidad o cargo y debemos procurar el 

ciudadano de la información bajo nuestro resguardo. En tal sentido pongo a disposición de esta Unidad 

de Transparencia los últimos 20 correos electrónicos recibidos y 20 correos electrónicos enviados desde 

la cuenta maria.farfan@cjyuc.gob.mx de manera cronológica y al mismo tiempo solicito al Comité de 

Transparencia del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de Yucatán, que en términos 
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de lo establecido en los numerales 104, fracción II; 106, fracción I; 107 y 113, fracción VIII de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, sea realizada la clasificación 

correspondiente de los mencionados correos electrónicos, pues se encuentra en el momento de hacerse, 

en el entendido que es una etapa deliberativa como señala el artículo respectivo y se aprecia la 

justificación a la aplicación de la prueba de daño.”. 

 

Siendo que, por oficio CTCJ/073/2023 de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil 

veintitrés, la Directora de Administración y Finanzas, en su función de Presidenta del Comité de 

Transparencia del Consejo de la Judicatura, precisó lo siguiente: 

 

“… 

 

… 

 

…” 

 

Continuando con el estudio efectuado a las contancias que obran en autos, en específico del 

oficio de alegatos número UTAI-CJ-719/2023 de fecha veintinueve de diciembre de dos mil 

veintitrés, remitido por la autoridad responsable, se desprende por una parte, su intención de modificar 

su conducta inicial, y por otra, de reiterar la clasificación efectuada, ya que indicó lo siguiente: 

 

“... 

Al respecto, esta Unidad, a partir de la lectura de cuanto expresado por la parte recurrente, se percata y, por ende, 

reconoce que por un error, tanto humano como tecnológico, al escanear los documentos originales de la resolución 

emitida con fecha 24 de noviembre de 2023, fueron omitidas aquellas hojas, por Io que a través de esta 

contestación me permito subsanar tal error, poniendo a su disposición la resolución completa. 

… 

De los numerales anteriormente expuestos se obtiene que entre las funciones de la Consejera M.D. Marla Ely 

Farfán Flores están las de conocer con anticipación los asuntos a tratar en las sesiones del Pleno del Consejo, así 

como proponer al mismo criterios, políticas y estrategias, entre otras atribuciones, Io cual supone fases 

deliberativas.  

Debe igualmente considerarse que, como bien señala la referida servidora pública en su oficio CJ-CDI-231/2023 de 

fecha 23 de noviembre de 2023, el núcleo duro de las funciones de la Presidenta de la Comisión de Desarrollo 

Institucional es el de ‘orientar la planeación estratégica institucional’, misma actividad que conlleva en sí misma 

deliberación constante, por Io que se actualizan términos para la clasificación de la información contenidos en el 

artículo 113 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública, concretamente, en la fracción 

octava, la cual establece Io siguiente: 

... 
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En esa inteligencia, resulta ajustado a derecho clasificar la información que contenga tales ‘opiniones, 

recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo’ en posesión de la Consejera M.D. 

María Ely Farfán Flores, Presidenta de la Comisión de Desarrollo Institucional del Consejo de la Judicatura del 

Poder Judicial del Estado de Yucatán, toda vez que, como se ha demostrado, la información clasificada en la 

respuesta concerniente a la solicitud con folio 310573423000318 integra procesos en los que no se han adoptado 

decisiones definitivas, y su publicación entorpecería a la implementación de estrategias, políticas, criterios y 

proyectos derivados de la materia de su competencia, de conformidad con Io estipulado en el artículo vigésimo 

séptimo de los ‘Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como 

para la Elaboración de Versiones Publicas’ emitido por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, el cual determina cuanto sigue: 

... 

Es por Io anteriormente expuesto que, de conformidad con el artículo quinto de los ‘Lineamientos Generales en 

Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así come para la Elaboración de Versiones Publicas’, 

la Consejera Farfán Flores puso a disposición de la Unidad los documentos requeridos, mediante el oficio número 

CJ-CDI-231/2023, fundamentando y motivando la solicitud de clasificación ante el Comité, mismo órgano colegiado 

que, después de un análisis de los mismos y de los cuerpos legales correspondientes, determinó en la Tercera 

Sesión Ordinaria celebrada el 24 de noviembre de 2023, con fundamento en el artículo 44 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Publica, clasificar de manera específica la información que encuadra en 

los supuestos previstos por la ley.  

Es por todo Io anteriormente descrito y fundamentado que la pretensión de la parte recurrente resulta infundada, 

pues como se demuestra el procedimiento realizado por la servidora pública M.D. Farfán Flores, la Unidad de 

Transparencia y el propio Comité se ajusta a Io establecido en los numerales señalados en oficio emitido por la 

Consejera, así como en la previamente citada resolución de 24 de noviembre de 2023, emitida por la Unidad de 

Transparencia, y en el oficio CTCJ/073/2023 emitido por el Comité de Transparencia que contiene los puntos 

resolutivos de la Tercera Sesión Ordinaria de 24 de noviembre de 2023, y los fundamentos legales señalados en 

los párrafos que anteceden. 

Por Io anteriormente expuesto y fundado, de manera respetuosa, me permito, en primer lugar, subsanar la falta de 

páginas que no fueron debidamente cargadas en la PNT, correspondientes a la resolución emitida con fecha 24 de 

noviembre de 2023 recaída a la solicitud de información identificada con número de folio 310573423000318, por Io 

que aquel punto quedaría sin materia. Por otra parte, me permito reiterar Io señalado dentro de dicha respuesta, 

con los documentos que la acompañan, recurrida ante este Honorable Organismo Garante. Para sustentar cuanto 

manifestado en el presente escrito...  

...” 

 

 Así también, remitió el Acta de la Tercera Sesión Ordinaria del Comité de Transparencia de fecha 

veinticuatro de noviembre de dos mil veintitrés, en la cual se determinó lo siguiente:  

 

“… 

 



5 

 

 

 

…” 



6 

 

 

El Comisionado Ponente del medio de impugnación que nos atañe, a fin de recabar mayores 

elementos para resolver e impartir una justicia completa y efectiva, acorde al artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad al numeral 61 de la Ley de Actos 

y Procedimientos Administrativos del Estado de Yucatán, aplicado de manera supletoria de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán, por acuerdo de fecha veinte 

de febrero de dos mil veinticuatro, consideró pertinente requerir al Titular de la Unidad de 

Transparencia del Sujeto Obligado, para que dentro del término de los tres días hábiles siguientes al 

de la notificación del referido acuerdo, para efectos que precisare, qué tipo de asuntos se encuentran en 

proceso de deliberación y qué motivó la clasificación de los correos electrónicos recibidos a través de la 

cuenta maria.farfan@cjyuc.gob.mx. 

 

Al respecto, el Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, en cumplimiento al 

requerimiento que le fuere efectuado, remitió el oficio número UTAI-CJ-253/2023 de fecha cinco de 

marzo de dos mil veinticuatro, mediante el cual dio contestación indicando lo siguiente:  

 

“... 

Al respecto, me permito señalar que, como ha sido señalado en la etapa de manifestaciones y alegatos, entre las 

funciones de la servidora pública ante la cual se solicitó la información está la de participar en la sesiones del Pleno 

y de las Comisiones del Consejo de la Judicatura, conocer con anticipación el contenido de los asuntos a tratar en 

las sesiones del Pleno, así como la de realizar la función de visitadora para inspeccionar el funcionamiento 

administrativo de los juzgados de primera instancia y los demás órganos del Poder Judicial, directamente o a través 

de visitadores. Lo anterior, de conformidad con el artículo 117 de la Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Yucatán. 

... 

Partiendo de lo anterior, así como de los demás elementos jurídicos vertidos en la fase de alegatos y 

manifestaciones presentados en tiempo y forma, es posible aducir que se cumplen las justificaciones que integran 

la prueba del daño, en sujeción al ordinal 104 de la Ley General, en los siguientes términos:  

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significative al 

interés público, toda vez que revelar el título, contenido, o cualquier otro indicio de asuntos que aún están en 

proceso de implementarse, entre ellos, inspecciones, proyectos y propuestas, provocaría incertidumbre sobre 

aquellos temas entorpecería el desarrollo de dichos procesos, que como la propia solicitud que dio origen al 

recurso de revisión que nos ocupa, son desde luego recientes, pues se solicitaron los últimos correos de la 

servidora pública. 

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda. Como 

consecuencia del punto anterior, es demostrable que el riesgo inminente que representa la publicación de la 

información sobrepasa el derecho a la máxima publicidad, en una ponderación de derechos que toda autoridad 

debe tomar en consideración, pues desde los títulos de los correos se advierten asuntos a tratar, a los cuales la 

Consejera tiene acceso anticipado, como se desprende de los numerales citados en párrafos anteriores. 

III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para 

evitar el perjuicio, pues la servidora pública sí pone a disposición el resto de los correos electrónicos, procurando 

omitir únicamente aquellos asuntos en los que pudieran concurrir las causales que se ajustan a las fracciones I y II. 
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Es así que, en el contenido íntegro del objeto de la solicitud, se constatan anteproyectos de sesiones, nombres de 

proyectos por implementarse y diversos asuntos que se presumen como relacionados con la labor de inspección 

derivada del artículo 117 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán. 

...” 

 

En mérito de lo anteriormente establecido, se desprende que en lo que respecta al agravio 

inherente a: “…cabe recalcar que la respuesta remitida le faltan hojas, pues de los números se observan 

que marcan del 1 al 6 sin embargo se desconoce lo marcado en la paginas 2 y 3 toda vez que las 

mismas no obran en su respuesta.”, que el Sujeto Obligado por oficio de alegatos reconoció haber 

puesto a disposición del ciudadano de manera incompleta la resolución de fecha veinticuatro de 

noviembre de dos mil veintitrés, motivo por el cual precisó que subsanaba tal error; empero, no se 

advierte constancia alguna a través de la cual hubiera notificado al ciudadano dichas 

actuaciones; por lo que, no logra dejar sin efectos el acto que se reclama, esto es, la entrega incompleta 

de la respuesta emitida. 

 

En cuanto al agravio que atañe a: “…la información requerida en el objeto de la presente solicitud 

es de carácter público, toda vez que deviene de las funciones de los funcionarios públicos y de una 

cuenta institucional que es proveída de recursos públicos estatales. Además, el correo electrónico 

solicitado versa sobre el funcionario público no así de la Comisión como hacen entender en su 

respuesta, ya que esta, es una instancia sin una relevancia nacional o cuyas actividades pudieran poner 

en riesgo las actividades administrativas de una institución pública, esto de acuerdo a lo señalado en la 

Ley del Poder Judicial y en el reglamento interno del Consejo.”, se entrará al estudio de la conducta del 

Sujeto Obligado, a fin de determinar si la información clasificada reviste naturaleza reservada o no. 

 

En primer término, conviene establecer de la consulta efectuada por este Órgano Garante a la 

página oficial del Poder Judicial del Estado de Yucatán, en específico la liga electrónica: 

https://www.poderjudicialyucatan.gob.mx/?page=curriculum&n=121, que la M.D. Marla Ely Farfán Flores, 

ocupa el cargo de Consejera del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de Yucatán; así 

también, es integrante de las Comisiones de Desarrollo Institucional, de Administración y de Desarrollo 

Humano, siendo presidenta en la primera de las mencionadas. 

 

Que entre las atribuciones de la M.D. Marla Ely Farfán Flores, en su carácter de Consejera y 

Presidenta de la Comisiones de Desarrollo Institucional, se encuentran las siguientes: 

 

El Reglamento Interior del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de Yucatán: 

 

“… 

Artículo 6. El Consejo funcionará en Pleno y en Comisiones.  

El Pleno del Consejo es el órgano máximo de decisión del Consejo, y estará integrado por el Presidente y cuatro 
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consejeros, en los términos establecidos en la Ley Orgánica. 

… 

Artículo 8. El Pleno del Consejo, además de las atribuciones establecidas en el artículo 115 de la Ley Orgánica, 

tendrá las siguientes: 

… 

VIII. Resolver sobre las renuncias de los Jueces y demás servidores públicos del Poder Judicial del ámbito de 

competencia del Consejo;  

IX. Acordar la imposición de sanciones de los servidores públicos sometidos a un procedimiento de responsabilidad 

administrativa, cuando así proceda y de conformidad con la Ley de Responsabilidades;  

… 

XI. Conocer y resolver de manera fundada y motivada, los recursos que procedan tratándose de procedimientos de 

responsabilidad administrativa instruidos por faltas graves previstos en la Ley de Responsabilidades;  

… 

XIV. Las demás que le confiera la Ley Orgánica, este Reglamento y los acuerdos generales expedidos por el Pleno 

del Consejo de la Judicatura. 

… 

Artículo 30. Cada consejero, además de las establecidas en el artículo 117 de la Ley Orgánica, tendrá las 

facultades y obligaciones siguientes:  

I. Integrar al menos una de las Comisiones Permanentes,  

II. Presidir cualquier Comisión Permanente o Transitoria,  

III. Solicitar le sea entregada cualquier información, elaborada, recopilada, almacenada o investigada por 

cualquiera de los órganos jurisdiccionales y administrativos del Consejo, y  

IV. Las demás que expresamente establezca la Ley Orgánica, este reglamento y otras disposiciones normativas 

aplicables. 

… 

Artículo 44. Son facultades y obligaciones del Presidente de cada Comisión Permanente: 

… 

XIV. Solicitar la información elaborada, recopilada, almacenada o investigada por los órganos jurisdiccionales y 

administrativos del Consejo, para el ejercicio de sus funciones; 

… 

Artículo 45. Son facultades y obligaciones de los consejeros integrantes de cada Comisión Permanente las 

siguientes: 

… 

V. Conocer con anticipación el contenido de los asuntos a tratar en las sesiones de las comisiones, y 

… 

Comisión de Desarrollo Institucional  

Artículo 64. La Comisión de Desarrollo Institucional es el órgano colegiado, responsable de orientar la planeación 

estratégica institucional, a través del análisis de información, con el objetivo de redimensionar y modernizar el 

funcionamiento y organización del Poder Judicial, anticipándose a las necesidades que impone la dinámica social.  

 

Competencia específica de la Comisión de Desarrollo Institucional  

Artículo 65. La Comisión de Desarrollo Institucional será la encargada de vigilar y supervisar el funcionamiento y 

operación de las siguientes áreas:  

I. El Centro Estatal de Solución de Controversias,  

II. La Unidad de Estudios e Investigaciones Judiciales,  

III. La Unidad de Planeación, y  

IV. Normatividad.  
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También será competente para conocer todos los asuntos relacionados con la jurisdicción y competencia de los 

Juzgados.  

 

Atribuciones de la Comisión de Desarrollo Institucional  

Artículo 66. La Comisión de Desarrollo Institucional es competente para:  

I. Proponer al Pleno del Consejo las políticas y criterios tendientes a impulsar mejores niveles de eficiencia y 

productividad en las áreas y órganos del Poder Judicial, con excepción de los que dependen del Tribunal;  

II. Proponer al Pleno del Consejo los criterios aplicables que serán adoptados para la modernización de las 

estructuras orgánicas, de escalafón del personal, los sistemas y procedimientos administrativos internos y los de 

atención al público, excepto los del Tribunal;  

III. Supervisar y vigilar el funcionamiento de las áreas bajo su responsabilidad y, en su caso, elaborar propuestas 

de adecuación a los planes y programas de las mismas y proponerlos al Pleno del Consejo, para su aprobación;  

IV. Proponer al Pleno del Consejo, el nombramiento y remoción de los titulares de las áreas bajo su 

responsabilidad;  

V. Proponer al Pleno del Consejo, la creación, modificación o reubicación de subdirecciones u oficinas regionales 

del Centro Estatal de Solución de Controversias del Poder Judicial; 

VI. Proponer al Pleno del Consejo, para su aprobación, el número de departamentos judiciales en los que se divida 

el territorio del Estado, así como fijar sus límites territoriales, previo estudio ó análisis que al respecto se haya 

llevado a cabo;  

VII. Proponer al Pleno del Consejo, el número y en su caso, la especialización por materia de los juzgados del 

ámbito de competencia del Consejo, que deban existir en cada uno de los Departamentos Judiciales a que se 

refiere la fracción anterior, así como la fecha de iniciación de funciones de éstos;  

VIII. Proponer al Pleno del Consejo, para su aprobación, los cambios de residencia de los órganos jurisdiccionales 

del ámbito de competencia del Consejo;  

IX. Proponer al Pleno del Consejo las políticas y criterios de procesos de planeación estratégica y dar seguimiento 

a los programas operativos correspondientes, y  

X. Las demás que le sean encomendadas por el Pleno del Consejo dentro de su ámbito de competencia, las Leyes, 

los Reglamentos y los Acuerdos Generales que para tal efecto se aprueben. 

…” 

 

De lo anterior, se puede advertir que en su carácter de Consejera del Pleno del Consejo de la 

Judicatura, pudiera conocer de información relacionada con renuncias de los Jueces y demás servidores 

públicos del Poder Judicial del ámbito de competencia del Consejo; sobre la imposición de sanciones de 

los servidores públicos sometidos a un procedimiento de responsabilidad administrativa, cuando así 

proceda y de conformidad con la Ley de Responsabilidades; conocer de los recursos de procedimientos 

de responsabilidad administrativa instruidos por faltas graves previstos en la Ley de Responsabilidades; 

y en su carácter de Presidenta de la Comisiones de Desarrollo Institucional, sobre información 

elaborada, recopilada, almacenada o investigada por los órganos jurisdiccionales y administrativos del 

Consejo, para el ejercicio de sus funciones; en ese sentido, se desprende que entre la información 

solicitada pudiere contenerse información de carácter reservado y/o confidencial. 

 

De la respuesta inicial, se aprecia que la Consejera Presidenta de la Comisión de Desarrollo 

Institucional, por oficio CJ-CDI-231/2023 de fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintitrés, 
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procedió a clasificar como reservada parte de la información peticionada, en razón que se actualizaba el 

supuesto previsto en la fracción VIII, del artículo 113 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, que establece lo siguiente:  

 

“Artículo 113. Como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación:  

… 

VI. Las que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso 

deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto no se adoptada la decisión definitiva, la cual 

deberá estar documentada; 

...” 

 

Por su parte, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la 

Información, así como la Elaboración de Versiones Públicas, prevé lo siguiente: 

 

“… 

Vigésimo séptimo. De conformidad con el artículo 113, fracción VIII de la Ley General, podrá considerarse como 

información reservada, aquella que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte 

del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual 

deberá estar documentada. Para tal efecto, el sujeto obligado deberá acreditar lo siguiente: 

I. La existencia de un proceso deliberativo en curso, precisando la fecha de inicio; 

II. Que la información consista en opiniones, recomendaciones o puntos de vista de los servidores públicos que 

participan en el proceso deliberativo; 

III. Que la información se encuentre relacionada, de manera directa, con el proceso deliberativo, y 

IV. Que con su difusión se pueda llegar a interrumpir, menoscabar o inhibir el diseño, negociación, determinación o 

implementación de los asuntos sometidos a deliberación. 

Cuando se trate de insumos informativos o de apoyo para el proceso deliberativo, únicamente podrá clasificarse 

aquella información que se encuentre directamente relacionada con la toma de decisiones y que con su difusión 

pueda llegar a interrumpir, menoscabar o inhibir el diseño, negociación o implementación de los asuntos sometidos 

a deliberación. 

Se considera concluido el proceso deliberativo cuando se adopte de manera concluyente la última determinación, 

sea o no susceptible de ejecución; cuando el proceso haya quedado sin materia, o cuando por cualquier causa no 

sea posible continuar con su desarrollo. 

En el caso de que la solicitud de acceso se turne a un área distinta de la responsable de tomar la decisión definitiva 

y se desconozca si ésta ha sido adoptada, el área receptora deberá consultar a la responsable, a efecto de 

determinar si es procedente otorgar el acceso a la información solicitada. En estos casos, no se interrumpirá el 

plazo para dar respuesta a la solicitud de información. 

Tratándose de partidos políticos, se considerará reservada la información relativa a los procesos deliberativos de 

sus órganos internos; la correspondiente a sus estrategias políticas, así como los estudios, encuestas y análisis 

utilizados para el desarrollo e implementación de dichas estrategias. 

…” 

 

Como se observa, podrá considerarse como información reservada, aquella que contenga 

las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de 

los servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar 
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documentada. 

 

Asimismo, el Consejo de la Judicatura, debe fundar y motivar la reserva mediante la prueba de 

daño prevista en el artículo 104 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

es decir, la prueba de daño que lleve a cabo el Sujeto Obligado debe justificar que:  

1. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 

significativo al interés público o a la seguridad nacional. 

2. El riesgo de perjuicio supera el interés público general de que se difunda. 

3. Que la limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos 

restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

 

En tal sentido, del estudio a las documentales remitidas por el Consejo de la Judicatura, se 

procede a efectuar la prueba de daño y se determina en cuanto a los títulos de los correos electrónicos 

recibidos y envidos de la cuenta maria.farfan@cjyuc.gob.mx, que esta procediere únicamente en los 

términos siguientes:  

 

• Daño presente: La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e 

identificable de perjuicio significative al interés público, toda vez que revelar el título, 

contenido, o cualquier otro indicio de asuntos que aún están en proceso de implementarse, 

entre ellos, inspecciones, proyectos y propuestas, provocaría incertidumbre sobre aquellos 

temas entorpecería el desarrollo de dichos procesos, que como la propia solicitud que dio 

origen al recurso de revisión que nos ocupa, son desde luego recientes, pues se solicitaron 

los últimos correos de la servidora pública; de entre dichos procesos deliberativos, aquellos 

correos que contenga información relacionada con renuncias, procedimientos de 

responsabilidad, imposición de sanciones, e información elaborada, almacenada o 

relacionada con investigaciones de los órganos jurisdiccionales, como por ejemplo, los 

juzgados. 

 

• Daño probable: El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público 

general de que se difunda. Como consecuencia del punto anterior, es demostrable que el 

riesgo inminente que representa la publicación de la información sobrepasa el derecho a la 

máxima publicidad, en una ponderación de derechos que toda autoridad debe tomar en 

consideración, pues desde los títulos de los correos se advierten asuntos a tratar, a los 

cuales la Consejera tiene acceso anticipado; toda vez que la M.D. María Ely Farfán Flores, 

tiene entre sus atribuciones el vigilar y supervisar el funcionamiento y operación de distintas 

áreas del Consejo de la Judicatura, y de asuntos relacionados con la jurisdicción y 

competencia de los juzgados; es decir, en su función de visitadora, se encarga de 
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inspeccionar el funcionamiento administrativo de los juzgados; así también, en atención a 

las facultades que desempeña, conoce de manera anticipada el contenido de los asuntos a 

tratar en las sesiones del Pleno; por lo que, de conocerse pondría en riesgo las funciones 

desempeñadas, y que terceras personas emitan juicios sobre las verificaciones realizadas, o 

bien, sobre posibles responsabilidades en deliberación. 

 

• Daño específico: De conocerse la información que aún se encuentra o estará sujeto a un 

proceso deliberativo, relacionada directamente con la toma de decisiones, su difusión pueda 

llegar a interrumpir, menoscabar o inhibir el diseño, negociación o implementación de los 

asuntos sometidos a deliberación; en tal supuesto, de contener los títulos de los correos 

electrónicos, información relacionada con procedimiento de responsabilidad en deliberación, 

pudiera conocerse el nombre de las personas que están o estarán sujetos a dicho 

procedimiento, o bien, conocer de manera anticipada la aplicación o no de sanciones; así 

también, las causas o motivos de renuncia de jueces y demás servidores públicos, o bien, 

se revele información respecto de servidores públicos, o terceras personas, con respecto a 

información que elaboren, recopilen, almacenen o investiguen los órganos jurisdiccionales y 

administrativos del Consejo de la Judicatura. 

 

En cuanto al periodo de reserva de la información, la autoridad señaló lo siguiente:  

 

“… infórmese a la persona solicitante que la información requerida mediante la Plataforma Nacional de 

Transparencia, en la solicitud identificada con el número de folio 310573423000318 fue clasificada como reservada 

de manera parcial por un término de cinco años, conforme a la normativa en materia, tal y como consta en el oficio 

CTCJ-073/2023 remitido por la C.P. Mercedes Guadalupe Gómez Brito, en calidad de Presidenta del Comité de 

Transparencia del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de Yucatán.” 

 

Establecido lo anterior, el Pleno de este Organismo Autónomo procederá a valorar si la 

autoridad cumplió con el procedimiento previsto para la clasificación de la información, esto es, 

de conformidad a lo establecido en la legislación aplicable. 

 

En este sentido, si el Sujeto Obligado determinare clasificar la información, para proceder de esa 

manera deberá atender a lo previsto en la legislación que resulta aplicable, esto es, lo contemplado en 

los artículos 100, 103, 104, 106 y artículo 137 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, así como en los diversos establecidos en los Capítulos II y V de los Lineamientos 

Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración 

de Versiones Públicas; siendo que, en atención a la normatividad en cita y en cumplimiento a la facultad 

prevista en el ordinal 199 de la Ley General de la Materia, el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a 

la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicó en el Diario Oficial del Gobierno del 
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Estado de Yucatán, el Criterio 04/2018, que establece el “PROCEDIMIENTO A SEGUIR POR PARTE 

DEL SUJETO OBLIGADO PARA LA CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN”, debiendo cumplirse al 

menos con lo siguiente:   

 

I) La Unidad de Transparencia deberá acreditar haber requerido a todas las Áreas competentes. 

II) El Área deberá remitir al Comité de Transparencia, la solicitud así como un escrito en el que funde 

y motive la clasificación. 

III) El Comité de Transparencia deberá confirma, modificar y otorgar total o parcialmente el acceso a 

la información o revocar la clasificación y conceder el acceso. 

IV) Se deberá notificar al particular la resolución del Comité de Transparencia. 

V) Ulteriormente, el sujeto obligado deberá elaborar una versión pública en la que se eliminen u 

omitan las partes o secciones clasificadas previo pago de los costos de reproducción por parte del 

particular, misma que deberá ser aprobada por el Comité de Transparencia. Con la salvedad que 

para el caso de clasificar la información por actualizarse alguna causal de reserva de las 

señaladas en el numeral 113 de la Ley General de la Materia deberá aplicar a su clasificación la 

prueba de daño señalada en el ordinal 104 de la citada Ley, y omitir efectuar lo previsto en el 

inciso V) del procedimiento de clasificación previamente invocado. 

 

Establecido lo anterior, se desprende que no resulta procedente la conducta del Sujeto 

Obligado, respecto a la clasificación de reserva de la información peticionada, pues si bien, requirió 

al área competente para conocer de la información, quien procedió a la clasificación en razón que, entre 

sus actividades está la planeación estratégica, y solicitó la clasificación al Comité de Transparencia en 

términos de lo establecido en los numerales 104, fracción II; 106, fracción I; 107 y 113, fracción VIII de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, por encontrarse en una etapa 

deliberativa como se señala el artículo respectivo y se aprecia la justificación a la aplicación de la prueba 

de daño; lo cierto es, que dichas argumentaciones no se encuentran ajustadas a derecho, pues por 

una parte, procedió a clasificar en algunos registros de la bandeja de entrada y salida de la cuenta de 

correo: maria.farfan@cjyuc.gob.mx, la fecha, los títulos y la parte del contenido; siendo que, en lo que 

respecta a la fecha no reviste naturaleza reservada, y en cuanto a los títulos y contenido, no realiza el 

área responsable la prueba de daño, pues no se observó documental alguna en la cual se haya dado 

cumplimiento a lo previsto en el artículo 104 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, a fin que determinare si se actualiza el supuesto de reserva previsto en el artículo 

113 fracción VIII de la Ley General en cita, realizando la prueba de daño que ocasionaría la divulgación 

de dicha información, estableciendo en ella el daño presente, probable y específico que ocasionaría su 

divulgación; así como lo dispuesto en el Lineamiento Vigésimo Séptimo de los Lineamientos Generales 

en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como la Elaboración de Versiones 

Públicas, que indica que para considerarse información reservada aquella que contenga las opiniones, 

recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, 
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hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada, deberá 

acreditarse lo siguiente: “I. La existencia de un proceso deliberativo en curso, precisando la fecha de 

inicio; II. Que la información consista en opiniones, recomendaciones o puntos de vista de los 

servidores públicos que participan en el proceso deliberativo; III. Que la información se encuentre 

relacionada, de manera directa, con el proceso deliberativo, y IV. Que con su difusión se pueda llegar a 

interrumpir, menoscabar o inhibir el diseño, negociación, determinación o implementación de los asuntos 

sometidos a deliberación. Cuando se trate de insumos informativos o de apoyo para el proceso 

deliberativo, únicamente podrá clasificarse aquella información que se encuentre directamente 

relacionada con la toma de decisiones y que con su difusión pueda llegar a interrumpir, menoscabar o 

inhibir el diseño, negociación o implementación de los asuntos sometidos a deliberación.”; máxime, que 

la Presidenta del Comité de Transparencia, mediante oficio de fecha veinticuatro de noviembre de dos 

mil veintitrés, y a través del Acta de la Tercera Sesión Ordinaria de misma fecha, se limitó únicamente en 

hacer como suyas las manifestaciones vertidas por el área responsable, y resolvió confirmar la reserva 

parcial por un periodo de cinco años, sin analizar el caso, pues aprobó la elaboración de la versión 

pública de la información peticionada, sin analizar el caso, a fin de garantizar la debida fundamentación y 

motivación de la clasificación, en términos de los dispuesto en los artículos 104, 137 de la Ley General 

de la Materia, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la 

Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, y el Criterio 04/2018, emitido por el 

Inaip; ahora, con motivo del medio de impugnación que nos ocupa, el Titular de la Unidad de 

Transparencia del Sujeto Obligado, por oficio número UTAI-CJ-253/2023 de fecha cinco de marzo de dos 

mil veinticuatro, procedió a efectuar una prueba de daño, lo cierto es, que ésta debe ser realizada por el 

área competente, quien deberá hacerlo del conocimiento del Comité de Transparencia para su 

valoración, a fin que este garantice si se actualiza algún supuesto de reserva, y se dé cumplimiento a la 

dispuesto a la normatividad anteriormente precisada. 

 

En consecuencia, se determina que en efecto el acto que se reclama sí causó agravios al 

ciudadano, coartando su derecho de acceso a la información pública, y causándole incertidumbre 

acerca de la información que pretende obtener, perturbando el derecho de acceso a documentos 

que por su propia naturaleza son públicos y deben otorgarse a la ciudadanía; y por ende, sí 

resulta procedente el agravio hecho valer por el recurrente respecto a la reserva de la 

información. 

 

Sentido: Se Modifica la respuesta del Sujeto Obligado, y se le instruye a éste para que, a través de la 

Unidad de Transparencia realice lo siguiente: I.- Requiera a la Consejera Presidenta de la Comisión 

de Desarrollo Institucional del Consejo de la Judicatura, a fin que proceda: a) desclasifique el dato 

inherente a la fecha de los correos de la bandeja de entrada y enviados de la cuenta 

maria.farfan@cjyuc.gob.mx; b) funde y motive adecuadamente la clasificación de la información 

peticionada, esto es, en el caso que se actualice un supuesto de reserva de la información, aplique la 
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prueba de daño, establecido el plazo de reserva, de conformidad con lo establecido en los artículos 101, 

104, 113 fracción VIII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, atendiendo 

a lo dispuesto en el Lineamiento Vigésimo Séptimo de los Lineamientos Generales en Materia de 

Clasificación y Desclasificación de la Información, así como la Elaboración de Versiones Públicas, y la 

remita al Comité de Transparencia, a fin que este emita la resolución respectiva, en la cual proceda a dar 

cumplimiento al procedimiento previsto en el diverso 137 de la Ley en cita, así como al Criterio 04/2018, 

emitido por el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 

Personales; o bien, en caso de no actualizarse algún supuesto de reserva, proceda a su entrega; II) 

Ponga a disposición del particular la respuesta que le hubieren remitido el área referida en el numeral 

que precede, así como las actuaciones realizadas por el Comité de Transparencia; así también, ponga a 

disposición del particular el oficio número UTAI-CJ-719/2023 de fecha veintinueve de diciembre de 

dos mil veintitrés, emitido por la Titular de la Unidad de Transparencia y constancia adjunta, a través de 

la cual puso a disposición de manera completa la resolución de fecha veinticuatro de noviembre de dos 

mil veintitrés; III) Notifique al ciudadano las acciones realizadas, en atención a los numerales que 

preceden, conforme a derecho corresponda, atendiendo a lo previsto en el artículo 125 de la Ley General 

de la Materia, y IV) Informe al Pleno del Instituto y remita las constancias que acrediten las gestiones 

respectivas para dar cumplimiento a lo previsto en la presente determinación. 

 

Plazo para cumplir e informar lo ordenado: diez días hábiles contados a partir de la notificación de la 

resolución que nos ocupa. 

 
SESIÓN 21/MARZO/2024 

LACF/MACF/HNM 

 

 

 
 


